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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 2 de agosto de 2016. 

 
Compareció ante nosotros Rafael Plasencia Plasencia para 

pedirnos revocar una Sentencia dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Carolina (foro primario, o foro apelado) que 

desestimó su demanda al amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 

1976 (29 LPRA sec. 185a et seq.), conocida como Ley de despido 

injustificado (Ley Núm. 80). 

I. 

 El 23 de julio de 2014, Rafael Plasencia Plasencia (Plasencia, o el  

apelante) presentó una demanda en contra de Aerostar Airport 

Holdings, LLC (Aerostar, a la apelada) por despido injustificado. Expuso 

en su reclamo que trabajó en el estacionamiento del Aeropuerto 

Internacional Luis Muñoz Marín (el estacionamiento) desde 1996. Por 

diecisiete (17) años, y hasta mediados de marzo de 2013, lo hizo como 

auditor y administrador, empleado por American Parking System (APS). 
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Luego comenzó a trabajar con Aerostar, quien adquirió la operación del 

estacionamiento el 16 de marzo de 2013. Con Aerostar desempeñó 

funciones similares a las que tenía con APS hasta el 16 de junio de 

2014, fecha en que lo despidieron por alegado incumplimiento con el 

manual de empleados, específicamente en cuanto al horario de trabajo 

de uno de los empleados, Clemente Henríquez (Henríquez).  

 Plasencia alegó que autorizó a Henríquez a registrar en su time 

card, una cantidad de horas equivalentes a un día de completo de 

trabajo, porque, aun cuando él trabajara menos, se lo reclutó para 

realizar un “trabajo específico”, y “a tiempo determinado”. 

Presuntamente la labor de Henríquez consistía en realizar el inventario 

de carros que pernoctaban en el aeropuerto, y, dada la importancia de 

dicha función, Aerostar le pagaba una suma equivalente a un día 

completo de trabajo. 

Según alegado en la demanda, a la fecha de su despido Plasencia 

devengaba un salario de $39,250.00 anuales. Reclamó una 

indemnización de 63,781.25, computada a base de dicho salario, y 

dieciocho (18) años trabajados1. Ello, pues entendió que Aerostar 

cualificaba como “patrono sucesor”. 

En su contestación a la querella, Aerostar aclaró que Plasencia 

fue despedido de su empleo con APS el 15 de marzo de 2013 y comenzó 

a trabajar con Aerostar el 18 de ese mes y año. Sostuvo que entre 

Aerostar  y APS no hubo negocio alguno, por lo que no aplicaba la 

doctrina de patrono sucesor. Además, indicó que el despido era 

justificado, relacionado al normal funcionamiento de la empresa. Ello, 

pues presuntamente Plasencia instruyó y autorizó a un empleado a que 

registrara y cobrara como si trabajara ocho (8) horas diarias, cuando 

ello era falso; y, al certificar como cierta esa información, violentó varias 

normas del manual de empleados relacionadas con integridad y 

honestidad, conflicto de intereses, y eficiencia y desempeño.  

                                                 
1 Diecisiete (17) años con APS y uno (1) con Aerostar. 
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Tras el descubrimiento de prueba, ambas partes presentaron 

mociones de Sentencia Sumaria, así como réplicas y dúplicas a las 

mismas. El Tribunal denegó resolver por la vía sumaria, por entender 

que existía controversia en torno a si a Plasencia se le proveyeron 

directrices sobre la operación del estacionamiento, el horario y los 

puestos de trabajo. También encontró necesario dilucidar si Henríquez 

era un cajero que debía completar turnos de ocho horas o, si era un 

“overnight control” como alegaba el demandante, con un trabajo 

determinado, sin necesidad de tener que cumplir un número de horas 

para recibir paga “full time”2.  

El juicio en sus méritos se celebró en diciembre de 2015. El 26 de 

abril de 2016 el Tribunal de Primera Instancia emitió una Sentencia, la 

cual fue notificada el 3 de mayo del mismo año3. En dicha Sentencia, el 

foro primario resolvió que el despido fue justificado, y que no aplicaban 

las doctrinas de patrono sucesor o traspaso de negocio en marcha. En 

consecuencia, desestimó la demanda presentada. 

Inconforme, Plasencia acude ante nosotros para pedirnos revocar 

la antedicha Sentencia. Imputó al foro apelado los siguientes doce 

errores: 

1) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
concluir en la Sentencia que el despido del querellante en la 
primera falta fue justificado, a pesar de que el patrono no 

probó que la alegada falta fuera una que por su gravedad y 
su potencial de daños pusiera en riesgo el orden, la 
seguridad o la eficiencia que constituyen la normalidad 

operacional de un establecimiento y a pesar de que no 
había oportunidad de que se repitiera por haberse 

descontinuado el uso de time card manual. 
 
2) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

concluir en la Sentencia que el despido del querellante en 
una primera alegada falta fue justificado a pesar de que el 

manual de la empresa admitido como prueba no contempla 
el despido como primera sanción para la falta que se le 
imputó y requiere se consideren atenuantes, los cuales no 

se consideraron. 
 

3) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
apreciar la prueba porque el querellante no violó ninguna 

                                                 
2 Véase Resolución del 21 de agosto de 2015, Apéndice I del alegato de la apelada, pág. 9. 
3 Véanse págs. 1433 – 1481 del escrito apelativo. 
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norma del manual de la empresa porque el empleado 
temporero Henríquez no era empleado de Aerostar y los 

registros de horas no son documentos preparados por 
Aerostar ni para Aerostar como dispone la Norma 14 del 

Manual. 

 

4) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
concluir en la Sentencia que el despido del querellante en 
una primera falta fue justificado a pesar de que el patrono 

no estableció reglas razonables por escrito sobre puestos de 
trabajo o clasificación del personal o registros de hora u 

operación del estacionamiento ni itinerarios de trabajo al 
momento de su contratación. 

 
5) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia en la 
apreciación de la prueba al concluir en la Sentencia que los 

puestos que trabajan y han trabajado en el estacionamiento 
del aeropuerto son los cajeros del estacionamiento, los team 
leaders, parking coordinator y parking manager, y al excluir 
el overnight control, contrario a la prueba documental.  

 
6) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia en la 

apreciación de la prueba documental y testifical al concluir 
que Rivera Centeno4 reclutó a Clemente Henríquez para el 
puesto de cajero en overnight, y no para el puesto o función 

fija, y no por tiempo, de overnight.  
7) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

concluir que el despido fue en primera falta y no se 
determinó como un hecho la intención de defraudar 

necesaria para la configuración de la falta imputada. 
 
8) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia en la 

apreciación de la prueba al concluir que fue en una reunión 
del 28 de mayo de 2014 que el querellado[sic] informó por 

vez primera que Henríquez estaba laborando por 4 horas, 
pero cobraba por 8 horas, ya que la prueba estableció que 
Henríquez no trabajaba por tiempo sino por tarea fija, el 

overnight control, y que Aerostar lo sabía porque para eso 
lo contrató y que el apelante lo había dicho a González5 y a 
Haua6. 

 

9) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al no 
tomar en cuenta los dieciocho años de experiencia del 
querellante en el estacionamiento a tenor con lo resuelto en 

Rivera v. Pan Pepín. 
 
10) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

concluir en la Sentencia que no es de aplicación  el Artículo 
6 de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, sobre traspaso 

de negocio en marcha y/o la doctrina de patrono sucesor. 

 

11) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
denegar el pago de una mesada de dieciocho años al 

                                                 
4 Sheyla Rivera Centeno, supervisora de Recursos Humanos de Aerostar. 
5 José González, encargado de nómina de Aerostar. 
6 Mauricio Haua, Parking and Ground Manager para la fecha de los hechos, y exsupervisor 
inmediato de Plasencia. 
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apelante a pesar de que Aerostar se benefició de esa 
experiencia. 

 
12) Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al no 

interpretar la Ley 80 de 30 de mayo de 1976 liberalmente a 
favor del apelante. 

Aerostar presentó su escrito en oposición. Con la comparencia de 

las dos partes, pasamos a exponer el Derecho aplicable para atender las 

controversias del caso.  

II. 

 

A. La apreciación de la prueba 

Las determinaciones de hechos del foro apelado, sobre todo 

aquellas que se fundamentan en testimonio oral, serán respetadas por 

los foros apelativos, a menos que sean claramente erróneas. Véase 32 

LPRA Ap. V, R. 42.2. De ahí la norma de no intervenir con la 

adjudicación de credibilidad realizada por el juzgador de los hechos, ni 

sustituir sus determinaciones por las propias, salvo que haya mediado 

error manifiesto, prejuicio o parcialidad. Dávila Nieves v. Meléndez 

Marín, 187 DPR 750, 770-771 (2013); Pueblo v. García Colón, 182 DPR 

129, 165 (2011); González Hernández v. González Hernández, 181 DPR 

746, 776-777 (2011). Ello es así, por ser el foro primario quien tuvo la 

oportunidad de evaluar directamente el comportamiento de los testigos, 

así como sus reacciones y demeanor al declarar. Ramos Acosta v. 

Caparra Dairy Inc., 113 DPR 357, 365 (1982).   

La norma de la deferencia judicial, sin embargo, no es absoluta. 

Los tribunales revisores podremos intervenir con las conclusiones de 

hechos de un foro primario, cuando la apreciación de la prueba no 

represente el balance más racional, justiciero y jurídico de la totalidad 

de la prueba. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra, a la pág. 771; 

González Hernández v. González Hernández, supra,  a la pág. 777; 

Miranda Cruz y otros v. SLG Ritch, 176 DPR 951, 974 (2009). Además, 

estamos en igual posición que el foro primario para revisar la prueba 

documental y pericial, así como las conclusiones de derecho en las que 
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se apoye una Sentencia. González Hernández v. González Hernández, 

supra, a la pág. 777; Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra, a la pág. 

770.  

B. El despido injustificado 

La Ley Núm. 80, supra, busca proteger la tenencia del empleo, y 

desalienta la incidencia de los despidos injustificados mediante la 

concesión de “unos remedios más justicieros y consubstanciales con los 

daños causados”. Romero v. Cabrer Roig, 191 DPR 643, 650 (2014); SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 424 (2013). La naturaleza 

inherentemente reparadora de la antedicha legislación laboral requiere 

una interpretación liberal a favor del trabajador, por lo que toda duda 

debe resolverse a su favor. Romero v. Cabrer Roig, supra, a la pág. 653. 

Además, establece una presunción de que todo despido es injustificado. 

Es decir, que invierte el peso de la prueba y es el patrono quien viene 

obligado a demostrar, mediante preponderancia de la prueba, que tuvo 

justa causa para despedir al empleado-querellante. Romero v. Cabrer 

Roig, supra, a la pág. 651; Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 

DPR 894, 907 (2011). 

Al amparo de la Ley 80, supra, todo empleado contratado sin 

tiempo determinado que sea despedido sin justa causa, “tendrá derecho 

a recibir una indemnización de su patrono, además del sueldo que 

hubiese devengado”. 29 LPRA sec. 185a. Esta compensación se conoce 

como “mesada”, y su monto se fija a base del periodo de tiempo durante 

el cual el empleado ocupó su puesto y el sueldo que devengaba. Romero 

v. Cabrer Roig, supra, a la pág. 650.  

 Ahora bien, la propia Ley 80, supra, provee para que un patrono 

pueda despedir a su empleado sin ser sancionado por ello, siempre que 

rebata la presunción y demuestre que la acción fue justificada. 29 LPRA 

sec. 185k; Reyes v. Eaton Electrical, 189 DPR 586, 597 (2013). Se 

considera justa causa para el despido si éste se basó “en alguna razón o 

motivo vinculado a la ordenada marcha y normal funcionamiento de 
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una empresa y no en el libre arbitrio o capricho del patrono". Figueroa 

Rivera v. El Telar Inc., 178 DPR 701, 706 (2010). Así, el despido se 

considerará justificado, entre otros, si el trabajador: (1) sigue un patrón 

de conducta impropia o desordenada, (2) no rinde su trabajo en forma 

eficiente o lo hace tardía y negligentemente y (3) viola reiteradamente 

las reglas y los reglamentos razonables establecidos para el 

funcionamiento del establecimiento, siempre que se le haya 

suministrado oportunamente copia escrita de los mismos. 29 LPRA sec. 

185b.  

Respecto al último numeral citado en el párrafo precedente, el 

Tribunal Supremo ha destacado que un patrón de incumplimiento a las 

normas y reglamentos de una empresa, según definidos en el manual 

del empleado, podría dar lugar a un despido justificado. Pero, de la 

misma manera, no puede perderse de perspectiva que dicho manual 

consagra también los beneficios y privilegios que la empresa ha dado al 

empleado, por lo que un despido en violación a dichos derechos sería 

injustificado. Feliciano Martes v. Sheraton Old San Juan, 182 DPR 368, 

384 (2011); Santiago v. Kodak Caribbean, Ltd., 129 DPR 763, 775 - 776 

(1992).   

En cuanto a lo antes indicado, nuestro máximo foro ha destacado 

que el manual de empleados forma parte del contrato de trabajo, y 

dispone tanto las normas que éste debe cumplir como los beneficios a 

los que tiene derecho. Feliciano Martes v. Sheraton Old San Juan, supra. 

Así, ante la controversia en torno a si se violentaron las normas 

esbozadas en el manual de empleados, se hará una interpretación 

integral de las cláusulas de dicho reglamento, “atribuyendo a las 

dudosas el sentido que resulte del conjunto de todas”. Además, por 

tratarse de un “contrato de adhesión”, aquellas cláusulas obscuras o 

ambiguas serán interpretadas liberalmente a favor del empleado. Íd, 

págs. 384 - 385. 
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 De otro lado, nuestro ordenamiento jurídico no favorece el 

despido en la primera ofensa cometida por el empleado y considera 

que esto debe “ser la excepción y no la norma”. Íd, pág. 383. Al 

respecto, el Tribunal Supremo ha destacado que ello sólo se justificaría 

si la falta o acto aislado que diera lugar al despido del empleado fuese 

“de tal seriedad o naturaleza que revele una actitud o un detalle de su 

carácter, tan lesivo a la paz y al buen orden de la empresa, que 

constituiría imprudencia esperar su reiteración para separarlo del 

establecimiento”. Íd.; Secretario del Trabajo v. ITT, 108 DPR 536, 543 – 

544 (1979). Véase también Delgado Zayas v. Hospital Interamericano de 

Medicina Avanzada, 137 DPR 643, 657 (1994).  

C. Patrono sucesor y traspaso de negocio en marcha 

La doctrina de patrono sucesor se adoptó en Puerto Rico para 

proteger a los empleados cuando una operación comercial cambia de 

dueño y resulta necesario determinar sus derechos frente a ese nuevo 

patrono. Bruno López v. Motorplan, 134 DPR 111, 117 (1993).  Bajo esta 

doctrina se entiende que un patrono que sustituye a otro por 

transferencia de activos o fusión corporativa asume las obligaciones 

contraídas por el anterior.  Id, págs. 116 - 117.  

Según interpretado por el Tribunal Supremo de Puerto Rico, la 

doctrina de patrono sucesor aplica en casos particulares en los que 

existen reclamaciones basadas en un acto u obligación originalmente 

imputable al patrono predecesor.  Piñeiro v. Int’l Air Serv. Of P.R., Inc., 

140 DPR 343, 350-351 (1996); Adventist Health System v. Mercado, 171 

DPR 255, 266-267 (2007).  Para determinar la responsabilidad será 

necesario sopesar si el nuevo patrono conocía de antemano la 

reclamación del empleado contra su predecesor; la relativa capacidad 

de cada uno de los patronos para satisfacer adecuadamente la 

reclamación del empleado de ésta ser válida; y el beneficio que hayan 

podido o puedan derivar respectivamente cada uno de los patronos por 

la acción que se impunga.  Bruno López v. Motorplan, supra, a la pág. 
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122.  Es decir, que la responsabilidad a imponerle al patrono sucesor se 

establecerá caso a caso, en función controversia. Íd., pág. 121. 

 De otro lado, la doctrina de negocio en marcha aplica cuando un 

negocio se mantiene operando de forma continua y con la expectativa 

de seguir funcionando indefinidamente. Montalván v. Rodríguez, 161 

DPR 411, 458 (2004). Bajo esta doctrina, los empleados que sean 

retenidos por el adquirente del negocio en marcha “mantienen el mismo 

estatus que tenían cuando se trasladó la titularidad de su lugar de 

empleo”. Adventist Health v. Mercado, supra, a la pág. 277.  

Según se ha interpretado, “(l)a razón de ser de esta doctrina es 

que estos empleados retenidos, a través de su antigüedad y los años de 

trabajo con el dueño anterior, han adquirido unos derechos que no 

pueden ser ignorados cuando su patrono opta por traspasar el lugar 

de empleo a un nuevo dueño”. (Énfasis suplido). Íd., Véase Charles 

Zeno Santiago & Víctor M. Bermúdez Pérez, Tratado de Derecho del 

Trabajo, San Juan, Publicaciones JTS, 2003, Tomo I, pág. 135. Ello es 

así, por entenderse que el nuevo adquirente se beneficia de la 

experiencia y conocimiento de los empleados “de la entidad adquirida”, 

lo que redunda en beneficios para el nuevo patrono. Íd.  

Es, en virtud de las antedichas consideraciones, que aquellos 

empleados que se movieron de una empresa a otra en virtud del 

traspaso de un negocio en marcha, pudieran reclamar el remedio 

dispuesto por el Art. 6 de la Ley Núm. 80, supra. Esto es, que ante un 

despido injustificado, la empresa adquirente pague una mesada en cuyo 

cómputo se acredite el tiempo trabajado en el negocio bajo anteriores 

dueños. 29 LPRA Sec. 185(f).  

III. 

 El Sr. Rafael Plasencia Plasencia acudió ante nosotros para 

pedirnos revocar la Sentencia que desestimó su causa de acción al 

amparo de la Ley Núm. 80, supra. Luego de revisar en detalle el 
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expediente sometido por las partes a la luz del Derecho aplicable, 

entendemos que al apelante le asiste la razón, en parte. Veamos. 

Los doce errores planteados pueden resumirse en dos grandes 

controversias. Primero, si el despido de Plasencia de Aerostar fue 

justificado o injustificado. Segundo, si aplican en este caso las 

doctrinas de patrono sucesor o traspaso de negocio en marcha. Esto 

último sólo habría que dilucidarlo  de entender que el despido fue 

injustificado, para fines del cómputo de la mesada.  

El apelante insiste en que el despido fue injustificado. En este 

sentido, alegó que el foro primario erró en su apreciación de la prueba 

porque el querellante no violó ninguna norma, al menos según 

redactadas en el manual de la empresa; además que presuntamente la 

prueba demostró la existencia del puesto de overnight control y 

estableció que Henríquez no trabajaba por tiempo sino en una tarea fija 

para la cual se le contrató. También sostuvo que los hechos no 

justificaron el despido en primera falta porque: a) el patrono no probó 

una gravedad tal que pusiera en riesgo su normalidad operacional, 

además de no existir oportunidad de repetición de la conducta 

imputada; b) el manual de la empresa no contempla el despido como 

primera sanción para las faltas imputadas y requiere se consideren 

atenuantes, lo que no se hizo; c) al momento de su contratación, al 

empleado no se le proveyeron por escrito reglas sobre puestos de 

trabajo, clasificación del personal, registros de hora ni itinerarios de 

trabajo; d) no se demostró intención de defraudar. 

Al señor Plasencia se le imputó como falta autorizar con su firma 

las hojas de asistencia de un empleado, a sabiendas de que éste 

reportaba un número de horas mayor al realmente trabajado. Tal como 

sostuvo el apelante, esa falta no surge expresamente del manual de 

empleados; sin embargo, ello, por sí solo, no es causa suficiente para 

concluir que el despido fue injustificado. Más aún cuando el propio 

manual especifica la imposibilidad de abarcar “todos los actos que 
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constituyen faltas, ofensas, conducta inapropiada o desordenada”, y 

aclara que, de cometerse una falta expresamente listada, Aerostar 

aplicará “la medida disciplinaria que corresponda, dependiendo de las 

circunstancias de cada caso”7. Además, pese a que la conducta 

imputada no surge textualmente en el manual, Aerostar entendió que la 

misma violentaba otras disposiciones contenidas en el mismo8.  

Ahora bien, lo importante en este caso no es si la alegada falta 

estaba contenida de forma expresa en el manual, sino más bien si la 

misma se cometió o no, y, de haberse cometido, si era de tal gravedad 

que justificaba el despido en primera ofensa. Al respecto, no existe 

controversia respecto a que Plasencia, en efecto, firmó las hojas de 

asistencia de Henríquez que registraban ocho diarias de trabajo, aun 

cuando este laboraba un promedio de seis (6) horas por día9. Sin 

embargo, el apelante se mantiene en que ello no constituyó una falta, 

pues el empleado era un overnight control, a quien se contrató para 

realizar un trabajo determinado, y a quien se pagaría un full time, 

independiente del número de horas trabajadas10.  

En apoyo a su postura, Plasencia indicó que en APS existía un 

puesto de overnight control que se dedicaba exclusivamente a realizar el 

conteo nocturno de los vehículos que pernoctaban en el 

estacionamiento, a quien le pagaban el equivalente a un full time así 

trabajara menos horas, y como Haua, quien era su jefe, le había dicho 

que siguiera trabajando como lo había hecho con su anterior patrono, él 

entendió que eso aplicaba a la forma de manejar esa función 

                                                 
7 Véase pág. 660 del Apéndice del escrito apelativo. 
8 En específico, la norma14 (d), de integridad y honestidad, que incluye falsificar, omitir 
información o alterar informes, facturas o documentos, preparados por Aerostar o sometidos 
por terceros; la norma 13(e), de hacer declaraciones falsas, maliciosas o dañinas que dañen el 
nombre de Aerostar, clientes o empleados; y los incisos (c), (d) y (e) de la norma 7, en cuanto a 
ineficiencia en el trabajo, rehusarse a obedecer una instrucción legítima de un supervisor, e 
incumplir o incitar a otros a incumplir instrucciones, normas o procedimientos. Véanse págs. 
28 – 29 del alegato de la apelada; y págs. 6 – 7 de la Sentencia, págs. 1438 – 1439 del Apéndice 
del escrito apelativo. 
9 Véase pág. 48 de la Sentencia, pág. 1480 del Apéndice del escrito apelativo. 
10 Véase testimonio de Plasencia en el juicio en su fondo, págs. 1280 – 1283, 1307-1308, y 1320 
- 1321 del Apéndice del escrito apelativo. 
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particular11. Abonó a ello el hecho de que Haua le daba gran 

importancia al conteo nocturno de vehículos, y le pedía informes sobre 

ello12.  

El foro primario descartó la postura de Plasencia por entender que 

Haua desconocía la manera en que el apelante había estado registrando 

el tiempo de los empleados asignados a overnight, por lo que su 

comentario en cuanto a que trabajara como lo hacía en APS no podía 

extenderse a que “continuara instruyéndole a empleado alguno 

consignar información falsa en los registros de tiempo”13. Tras revisar la 

totalidad del expediente ante nuestra consideración, incluida la 

transcripción del juicio en sus méritos, entendemos que dicha 

apreciación no representa el balance más justiciero de la totalidad de la 

prueba. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra; González Hernández v. 

González Hernández, supra; Miranda Cruz y otros v. SLG Ritch, supra. 

Es decir, que nos encontramos ante un escenario que amerita 

apartarnos de la norma de deferencia judicial e intervenir con las 

determinaciones de un foro inferior. 

Pese a que los testigos de Aerostar aseguraron que la posición de 

overnight control no existía, y que a Henríquez se le contrató como 

cajero, los time cards u hojas de asistencia del empleado decían 

overnight control en el recuadro destinado a la clasificación del puesto14. 

Además, en la hoja de “información del empleado”, se aclaraba que su 

posición era overnight15. Sobre esto último, Rivera Centeno y Román 

Santos aclararon que ello se refería al turno que hacía Henríquez como 

cajero, y no a un puesto que, según ellas, no existía en Aerostar16. 

Aunque no cuestionamos la veracidad de ese argumento, nos parece 

que, más que intención de mentir o defraudar por parte del apelante, lo 

                                                 
11 Véase testimonio de Plasencia en el juicio en su fondo, págs. 1348 – 1349 del Apéndice del 
escrito apelativo. 
12 Véase testimonio de Mauricio Haua en el juicio en su fondo, pág. 1151 del Apéndice del 
escrito apelativo.  
13 Véase pág. 47 de la Sentencia apelada; pág. 1479 del Apéndice del escrito apelativo. 
14 Véase Exhibit 20, págs. 686 - 697del Apéndice del escrito apelativo.  
15 Véase Exhibit 21, pág. 698 del Apéndice del escrito apelativo. 
16 Véanse testimonios de Rivera Centeno y Román Santos en el juicio en su fondo; págs. 1083, y 
1174 – 1175, del Apéndice del escrito apelativo. 
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que se dio en este caso fue una comunicación deficiente entre 

todos los involucrados en la controversia que dio lugar al despido. 

No es nuestra postura, en absoluto, minimizar el acto de un 

supervisor de autorizar el pago de horas de trabajo que no se realizaron. 

Sin embargo, no podemos perder de perspectiva que, antes de trabajar 

con Aerostar, Plasencia trabajó por diecisiete (17) años con APS. Aun 

cuando cambió de patrono, su trabajo era en el mismo espacio físico (el 

estacionamiento), ocupaba la misma oficina, y desempeñaba funciones 

con cierto grado de similitud. Dadas las particularidades de este caso, 

no resulta descabellada la postura del apelante en cuanto a entender 

que tenía libertad de manejar la función de overnight control en la forma 

que solía hacerlo en APS. Es, bajo este contexto particular, que 

entendemos que, aunque pudiera ser sujeta a sanción, la conducta 

imputada no justifica el despido en primera falta. 

Tal como reseñamos en el apartado anterior, la Ley Núm. 80, 

supra, considera justificado un despido cuando, entre otros, el 

empleado sigue un patrón de conducta impropia o desordenada; no 

rinde su trabajo en forma eficiente o lo hace tardía y negligentemente; y 

viola reiteradamente las reglas y los reglamentos de la empresa. Ello no 

se dio en este caso. Por el contrario, surge del propio expediente ante 

nuestra consideración que en el mes de mayo, semanas antes de su 

despido, a Plasencia se le dio el bono de productividad correspondiente 

a los empleados que no han recibido ningún tipo de amonestación 

durante el pasado año de trabajo17.  

De otro lado, nuestro ordenamiento jurídico no favorece el despido 

en primera falta. Feliciano Martes v. Sheraton Old San Juan, supra. La 

excepción a esa norma se da cuando se trata de un acto de tal gravedad 

que sería imprudente de parte del patrono esperar a que la conducta se 

repita. Secretario del Trabajo v. ITT, supra; Delgado Zayas v. Hospital 

Interamericano de Medicina Avanzada, supra. Sin embargo, tal como 

                                                 
17 Véanse págs. 880 – 882 del Apéndice del escrito apelativo. 
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hemos expresado en los párrafos precedentes, bajo las particularidades 

de los hechos ante nuestra consideración, dicha medida no encuentra 

justificación. Por tal motivo, concluimos que erró el Tribunal de Primera 

Instancia al resolver que el despido fue justificado y, en consecuencia, 

desestimar la causa de acción del apelante. 

 Resuelto que el despido fue injustificado, nos toca analizar la 

aplicabilidad o no de la segunda controversia ante nuestra 

consideración; esto es, la aplicabilidad o no de las doctrinas de patrono 

sucesor o traspaso de negocio en marcha. Respecto a este aspecto, 

coincidimos con el foro apelado en que ninguna de las dos se configuró 

en este caso.   

Es cierto que, tal como lo planteó el apelante, como parte del 

proceso celebrado entre Aerostar y la Autoridad de Puertos de Puerto 

Rico (APPR) para el arrendamiento del Aeropuerto Luis Muñoz Marín, la 

primera se subrogó en la segunda para propósitos de los contratos 

vigentes, necesarios para la operación y el funcionamiento del 

aeropuerto. Sin embargo, el apelante pasa por alto que entre APS y la 

APPR lo que existía era un contrato de servicios18, el cual se dio por 

terminado mediante carta cursada el 27 de febrero de 201319, en virtud 

de un acuerdo hecho previamente entre las partes20. Tal acuerdo fue 

entre APS y la APPR, y en nada intervino Aerostar. En lo que respecta al 

estacionamiento del aeropuerto Luis Muños, entre APS y Aerostar no se 

configuró ninguna venta, transferencia de activos, fusión corporativa, ni 

traspaso de una empresa a otra. Véanse Adventist Health v. Mercado, 

supra; Bruno López v. Motorplan, supra; Piñeiro v. Int’l Air Serv. Of P.R., 

Inc., supra. 

El foro primario hizo una acertada interpretación del Derecho al 

concluir que en este caso no estaban presentes los elementos jurídicos 

                                                 
18 Véanse contratos entre APPR y APS, págs. 123 -218 del escrito apelativo. 
19 Véase carta del 27 de febrero de 2013, Exhibit 6, pág. 284 del Apéndice del escrito apelativo. 
20 Véase estipulación de 29 de Julio de 2010 entre APPR y APS, págs. 219 – 224 del Apéndice 
del escrito apelativo. 



 
 

 
KLAN201600646    

 

15 

que justifican aplicar las antedichas doctrinas. Sobre el particular, el 

juzgador de hechos resaltó lo siguiente: 

… Lo único que se llevó a cabo en el presente caso fue la 
cancelación del contrato por parte de la APPR, en cuanto a 
APS para fines de la operación del estacionamiento del 

LMM y, luego, Aerostar, como administrador y operador del 
aeropuerto, comenzó a operar directamente el 
estacionamiento sin subcontratar dicha gestión. APS ha 

continuado existiendo y Aerostar no es accionista total o 
parcial, de negocio y/o activo alguno de APS21. 

 
En virtud de lo antes indicado, los errores imputados por el 

apelante en cuanto a la aplicabilidad de las doctrinas de patrono 

sucesor y/o traspaso de negocio en marcha, no se cometieron. Por tal 

motivo, procede revocar la Sentencia y devolver el caso al Tribunal de 

Primera Instancia para que realice el cómputo de la mesada a razón del 

salario más alto devengado por el apelante en Aerostar, y durante el 

período de tiempo trabajado en dicha compañía; esto es, un año y tres 

meses, que sería la compensación a otorgarse.  

IV. 

 Por lo antes señalado, revocamos la Sentencia apelada. 

Devolvemos el caso al Tribunal de Primera Instancia para que haga el 

cómputo de la mesada correspondiente al Sr. Rafael Plasencia 

Plasencia, según lo dispuesto en esta Sentencia. Debe incluirse, 

además, el 15% de honorarios de abogado que provee la Ley Núm. 80, 

supra, para los casos en que se configura el despido injustificado22. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
  

 
 

 
Mildred I. Rodríguez Rivera 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones, Interina  

 

                                                 
21 Véase pág. 46 de la Sentencia; pág. 1478 del Apéndice del escrito apelativo. 
22 29 LPRA sec. 185k (b).  


